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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor LUIS MIGUEL ARBOLEDA CORREA  contra el Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” y el Distrito Militar N° 22 de esta ciudad, al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

Lo narrado por el señor ARBOLEDA CORREA en el escrito de tutela se puede concretar así: (i) en abril 20 de 2016 presentó escrito ante el Distrito Militar N° 22 de esta ciudad con radicado 1088342672, en el que solicitó información clara, precisa, concreta y de fondo respecto a la expedición de su libreta militar de segunda clase, la cual al verificar la base de datos no aparece a su nombre; y (ii) hasta el momento dicha entidad no se ha pronunciado sobre su requerimiento, pese a que han pasado más de 15 días hábiles, con lo que se ha superado ampliamente el término legal que se tiene para ello, sin que se hubiese esgrimido razón alguna para justificar la demora.

Con fundamento en lo anterior, solicita el amparo de su derecho de petición; y en consecuencia, se ordene a las accionadas que dentro del término de cuarenta y ocho (48) horas den respuesta de fondo y concreta sobre la solicitud elevada por él.
3.- contestación
La Sala admitió la tutela y dispuso correr traslado de la misma al Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo”, así como al Distrito Militar N° 22 con sede en esta capital, habiéndose pronunciado solo el primero para referir que la petición del accionante se presentó ante el Distrito y por ende es a ellos a quienes les corresponde emitir respuesta a su solicitud, por lo que pide su desvinculación del trámite.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por la parte accionante.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación al derecho fundamental de petición del solicitante; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de hacer cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

De acuerdo con el artículo 86 de la Constitución Política, toda persona podrá acudir a la tutela para reclamar la protección a sus derechos constitucionales fundamentales, y procederá contra toda acción u omisión de la autoridades públicas, o particulares según se trate, siempre que “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.

En el presente caso la pretensión del señor LUIS MIGUEL ARBOLEDA CORREA radica en que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra su derecho de petición, como quiera que por parte del Batallón de Artillería San Mateo y del Distrito Militar N° 22, no se le ha dado respuesta a la solicitud elevada en abril 20 de 2016, por medio de la cual solicitó información sobre la expedición de su libreta militar, la cual no aparece a su nombre en la base de datos.
Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de acudir a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09
. Así mismos, en la La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”
En el sub lite se percibe que le asiste razón al ciudadano ARBOLEDA CORREA  al instaurar la tutela, porque en efecto, pese a solicitar en abril 20 de 2016 al Distrito Militar N° 22 del Ejército Nacional con sede en Pereira, información sobre la expedición de su libreta militar, al superarse el término de ley para que se le hubiera informado lo pertinente, nada se le respondió por la entidad encargada de esa labor.

La Sala desconoce cuál es el motivo que ha llevado al Distrito Militar a no responder en oportunidad el requerimiento del actor, toda vez que en el curso del presente trámite se guardó absoluto silencio por parte de la misma, por lo cual la Sala dará aplicación a lo reglado en el canon 20 del Decreto 2591/91, donde se consagra la presunción de veracidad, la cual como así lo refirió la Corte Constitucional en sentencia T-068 de 2015: “es una herramienta para sancionar el desinterés o negligencia de la autoridad pública o el particular contra quien se ha interpuesto la acción de tutela. En aquellos eventos en los que el juez requiere cierta información (artículo 19 del Decreto 2591 de 1991) y aquella no es allegada dentro del plazo respectivo o simplemente no es aportada, dicha negligencia tiene como consecuencia que los hechos referidos por el accionante en la demanda de tutela sean tenidos como ciertos.
”
En este caso lo que salta a la vista entonces, es que el accionante radicó una petición respetuosa que era del resorte resolver por parte de esa dependencia militar de conformidad con los lineamientos constitucionales y legales, sin que a la fecha se comprenda el motivo por el cual tal entidad gubernamental omitió dar cabal cumplimiento a un deber constitucional como lo es el de responder las solicitudes elevadas por los ciudadanos tal como lo prevé el canon 23 Superior, ya que en el presente caso se evidencia que no se ha atendido en debida forma lo requerido por el accionante.
En conclusión, como quiera que por parte del Comandante del Distrito Militar N° 22 se prescindió de dar contestación en forma oportuna al derecho de petición que presentó el señor LUIS MIGUEL ARBOLEDA CORREA en abril 20 de 2016, se accederá al amparo constitucional impetrado respecto del derecho fundamental de petición, y en consecuencia se ordenará a la dependencia accionada que, de no haberlo hecho ya, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta decisión proceda a contestar lo solicitado por el mismo y se le entere en debida forma de la respuesta pertinente.
Como se desprende de lo allegado al dossier, que frente a la pretensión del ciudadano ARBOLEDA CORREA ninguna injerencia tiene el Comandante del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo”, se dispondrá su desvinculación de esta acción constitucional.

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho de petición vulnerado al ciudadano LUIS MIGUEL ARBOLEDA CORREA.
SEGUNDO: SE ORDENA al Comandante del Distrito Militar N° 22 de Pereira,  que si aún no lo ha hecho, en el término de 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia le haga llegar al señor LUIS MIGUEL ARBOLEDA CORREA una respuesta de fondo a la solicitud elevada por él en abril 20 de 2016, relacionada con la expedición de su libreta militar y el registro de esta en la base de datos.
TERCERO: Se desvincula del presente trámite al Comandante del Batallón de Artillería N° 8 “Batalla de San Mateo” de Pereira.
CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� “Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. –negrilla de la Sala-





�Al respecto se pueden ver las Sentencias T-644 de 2003 M.P. Jaime Cordoba Trivino,  T-911 de 2003 M. P. Jaime Araujo Renteria,  T-1074 de 2003, M.P. Eduardo Montealegre Lynett, T-1213 de 2005, M. P. Clara Inés Vargas Hernández entre otras.  
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